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EDITORIAL

“Puede haber un requerimiento técnico para cierto número de reclutas, pero no para que el trabajo de estos sea fruto de una expropiación que, encima, es indemnizada únicamente con un injustiprecio”. 
Editorial de El Comercio ¿Suficiente para quién? / 6 de junio de 2013

HUMOR PROFANO

EL PAPEL DE LOS ORGANISMOS INTERNACIONALES EN VENEZUELA LA NUEVA LEY UNIVERSITARIA

EL TÁBANO

Rifando la libertad

Estadio K

Triunfó la libertad frente al servicio militar obligatorio.

E l juez David Suárez, del Primer Juzga-
do Constitucional de Lima, hizo histo-
ria el martes. Ese día, él declaró funda-
da una medida cautelar interpuesta 
por el defensor del Pueblo. Con su de-

cisión se logró detener el sorteo que iba a servir 
para determinar qué jóvenes serían forzados a 
prestar el servicio militar. 

Este Diario sentó su posición sobre el tema 
desde que este saltó al debate público: en una so-
ciedad de personas libres nadie debería tener la 
potestad de decidir en contra de la voluntad de 
un individuo a qué se dedicará este, a quién obe-
decerá, cuánto trabajará, dónde vivirá, qué co-
merá y cuándo podrá salir a la calle. Y más aun si 
todo esto implica poner en riesgo su vida. 

Por ello, dijimos, cada vez que el Estado ne-
cesite un servicio no debería obligar a los in-
dividuos a prestarlo sino, en cambio, pagar el 
precio por el que la gente esté dispuesta a ofre-
cerlo voluntariamente. ¿Acaso, por ejemplo, 
cuando el gobierno necesita construir carrete-
ras realiza un sorteo para elegir a un grupo de 
ciudadanos al que luego fuerza a trabajar en su 
construcción? Como dijo hace poco Miguel Pa-

lomino, parece que el servicio militar es “la nue-
va mita” del Perú.

Por supuesto, la decisión del juez Suárez no 
solo fue correcta porque en el Perú hace años se 
abolió la esclavitud (a pesar de que algunas per-
sonas parecen no haber sido informadas). Ade-
más, dio en el clavo porque la manera en la que 
la ley se quiere implementar es es-
candalosamente discriminatoria: 
en la práctica solo quienes no pue-
dan pagar la multa de S/.1.850 
o no estén realizando estudios 
universitarios –en otras palabras, 
los más pobres– harán el servicio 
militar.

La reacción del gobierno frente a la sentencia 
fue criticarla duramente (aunque, eso sí, aca-
tándola en un ejercicio de respeto a la división de 
poderes). Una reacción por lo demás previsible, 
siendo el autor de la iniciativa. Los argumentos 
que utilizó para criticarla, no obstante, sí son sor-
prendentes, si no inquietantes.

El señor Humala, en un primer momento, 
reaccionó señalando que a quienes se oponen 
al servicio militar obligatorio “no les interesa 

la seguridad nacional”. Preocupa sobremane-
ra que el presidente crea que su servicio militar 
es la solución a los problemas de seguridad. La 
respuesta a estos últimos, a fin de cuentas, no 
puede descansar en un ejército de muchachos 
con precario entrenamiento y que –en palabras 
del primer ministro– se espera que terminen el 

servicio aspirando a ser chofe-
res. Menos aun cuando, por las 
pésimas condiciones que se les 
brinda, desertan en números que 
alcanzan hasta los siete mil por 
año. Si el presidente quisiera en-
frentar el problema de la segu-
ridad nacional de manera seria, 

debería concentrarse en crear un ejército profe-
sional, bien entrenado y adecuadamente remu-
nerado, en vez de reclutar jóvenes que sirvan 
como carne de cañón.

El argumento más perturbador, sin embar-
go, vino después. El presidente justificó el sorteo 
señalando que “no hay plata para poner un suel-
do mínimo vital para los soldados”. Habría que 
preguntarle al señor Humala si le parecería jus-
to que alguien lo obligue a él –o a sus ministros y 

congresistas– a trabajar todos los días en contra 
de su voluntad y a cambio de una propina con la 
excusa de que no tiene plata para pagarle. Bajo 
la pretendida lógica del presidente, si mañana el 
Estado decide comprar una refinería alegando 
motivos de alto interés nacional (compra para la 
que aparentemente sí podría haber plata), pe-
ro no tiene dinero para pagar a los trabajadores, 
sería legítimo hacer una rifa mediante la que se 
seleccione a quienes se forzaría a trabajar en la 
planta.

Ahora bien, quien mejor evidenció la alar-
mante ceguera del gobierno para darse cuenta 
de que está disponiendo de vidas ajenas como 
quien dispone de objetos de su propiedad fue el 
ministro de Defensa. Hace un par de semanas, 
él trató de justificar el sorteo diciendo que “son 
12.500 personas y tampoco hablamos de una ci-
fra estratosférica, no perdamos el sentido de la 
realidad. Se trata de un requerimiento técnico de 
las Fuerzas Armadas”. Así, para el gobierno, no 
solo el derecho a la vida y a la libertad se encuen-
tran subordinados a las necesidades “técnicas” 
del cuartel, sino que su atropello se justifica siem-
pre que no llegue a cifras estratosféricas. 

Los diarios argentinos informaron es-
ta semana que el estadio de fútbol del 
Club Crucero del Norte –equipo que 
actualmente juega en Segunda Divi-
sión– pasará a llamarse Cristina Fer-

nández de Kirchner, en honor de la presidenta 
de ese país. Como era de esperarse, esta desin-
teresada iniciativa ha sido tomada por la man-
dataria con la humildad y sencillez que la carac-
terizan. 

Reacción diferente se produjo semanas 
atrás, cuando una emblemática lavandería de 
la ciudad de El Calafate quiso cambiar de nom-
bre a lavandería Néstor Kichner, en honor del 
ex presidente y finado esposo de doña Cristina. 
“Y me pareció una buena idea aprovechar la co-
yuntura para relanzar el negocio, viste”, indicó 
el dueño del local, quien rechazó las acusacio-
nes hechas por diputados peronistas de querer 
desestabilizar al gobierno.

Si bien el Club Crucero del Norte es un equi-

a diplomacia es por lo gene-
ral gentil, dócil y paciente.
Siempre deja espacio para
escuchar y también para disi-
mular. Los funcionarios inter-

nacionales siempre abren las puertas 
en primer lugar a los agentes de los
gobiernos porque en definitiva les garantizan
sus salarios y los fondos para la supervivencia
institucional.

Un ejemplo visible de esta realidad la hemos
visto con la actuación de los secretarios gene-
rales de la Organización de los Estados Ameri-
canos (OEA) y de la Unión de Naciones Sura-
mericanas (Unasur). El primero, José Miguel 
Insulza, de comprobada vocería a favor de los 
regímenes de su simpatía y en contra de la socie-
dad civil; y el segundo, Alí Rodríguez, siempre 
bailando al son de los gobiernos de turno, inclu-
yendo el de su país, gobernado por militantes 
de su partido, el Partido Socialista Unido de Ve-
nezuela (PSUV).

Entiéndase que estos personajes actúan co-
mo jefes sin alma ni solidaridad, respondiendo
a los intereses de los gobiernos que los premia-
ron con cargos que les permiten el disfrute de
jugosos salarios y otros beneficios de la burocra-
cia internacional.

El gobierno bolivariano no tardó en com-
prender esta debilidad.

Durante estos años ha logrado penetrar es-
tos organismos no porque cuenten con una di-
plomacia que se sabe mover profesionalmente 
en las entrañas del sistema internacional, sino 
que aprendieron gracias a la pícara experiencia
cubana y su aparato de propaganda con la ima-
gen del Che Guevara a la cabeza. Hoy han logra-
do que las instancias internacionales hagan la

vista gorda ante los déficits democráti-
cos, económicos y sociales de los gobier-
nos del Alianza Bolivariana para los Pue-
blos de Nuestra América (ALBA).

De allí el cínico reconocimiento de
la Unesco cuando declara a Venezuela 
libre de analfabetismo o a la FAO, que

premia a Venezuela por superar metas del mile-
nio sobre la base de pésimas estadísticas oficia-
les. Igualmente duele el silencio de la ONU ante
unas elecciones poco transparentes y amaña-
das en Venezuela.

Sin embargo, a pesar de la receptividad que
obtienen los altos funcionarios chavistas en sus
visitas ante estos organismos y su silencio cóm-
plice, por lo general quienes escuchan con aten-
ción y delicadeza conocen a carta cabal lo que
realmente ocurre en Venezuela.

Cuando el canciller Jaua se reunió con la alta 
comisionada para los derechos humanos de la
ONU para denunciar a la oposición y entregar-
le un informe de la Defensoría del Pueblo, ya la 
señora Navanethem Pillay sabía que el Consejo 
Nacional Electoral (CNE) en Venezuela era pro 
gobierno y que la actuación de la defensoría se
restringía a apoyar solo a los sectores pro guber-
namentales.

Además, la funcionaria conocía que Vene-
zuela era uno de los pocos países del mundo
empeñados en seguir apoyando al régimen
de Siria responsable de la muerte de más de 
90.000 personas en apenas dos años de guerra 
civil.

Por cierto, esta mujer que luchó contra el
apartheid en su país, Sudáfrica, sabía que el Go-
bierno de Venezuela aplica a la oposición las 
mismas políticas de discriminación de los blan-
cos surafricanos.

A l elaborar una nueva ley 
universitaria, el legislador 
no debe colocarse frente al 
muro de una caverna a ob-
servar el reflejo de una idea 

de universidad, para querer imponerla 
luego por la fuerza. Así como no se puede 
eliminar la pobreza por decreto, tampoco puede 
lograrse la excelencia en los servicios universita-
rios por acción legal directa. Al igual que lo que 
ocurre en los demás sectores de la economía, es-
ta surgirá conforme se institucionalicen los dere-
chos de propiedad y la competencia en el sector, 
y se capitalice el país.

El legislador platónico tuvo dos oportunida-
des en el Perú, y en ambas fracasó. En 1969, el 
Gobierno Revolucionario de la Fuerza Arma-
da dictó el Decreto Ley 17437, Ley Orgánica de 
la Universidad Peruana (así, en singular); en la 
búsqueda directa de la excelencia, avasalló los 
derechos de propiedad de los promotores de las 
universidades privadas. En 1983, el Congreso de 
la República dio la Ley 23733, Ley Universitaria, 
que les devolvió a estos un poder equivalente al 
de los floreros en sus Asambleas.

En contra de lo que piensa el legislador actual, 
ni siquiera el Decreto Legislativo 882, Ley de Pro-
moción de la Inversión en la Educación, corrigió 
tal confiscación. Este liberalizó el mercado edu-
cativo universitario, pero no devolvió a los pro-
motores de las universidades privadas preexis-
tentes a 1969 el control de las instituciones que 
habían fundado. En alguna universidad, debido 
a la gratitud y lealtad que los profesores profesa-
ban por los promotores, estos no llegaron a per-
der el control, pero fue la excepción y no la regla.

El legislador platónico se equivoca, 
entonces, al considerar que las deficiencias de 

las universidades peruanas actuales se 
explican por haberlas dejado sujetas a 
las fuerzas del mercado. En realidad, 
si este no ha dado mejores frutos es, 
justamente, porque el legislador de 
1996 y 1983 no restituyó los derechos 
de propiedad avasallados en 1969. Esa 

confiscación ha sido un referente perturbador 
en el funcionamiento de este mecanismo de 
coordinación de decisiones sobre recursos 
productivos escasos; este funcionará mejor 
cuanto menos precarios sean los derechos de 
propiedad que en él se transen.

Es fácil levantar el dedo acusador para se-
ñalar deficiencias en las universidades; al eva-
luarse el marco institucional que les regula, sin 
embargo, lo importante es considerar si están 
mejorando o empeorando. Desde que el Decreto 
Legislativo 882 liberalizó este sector, se han teni-
do avances mayores que los que se tuvo de 1983 
a 1996, cuando solo rigió la tibia Ley 23733. Sin 
embargo, desde que tanto esta como aquella ley 
soslayaron la confiscación realizada por el De-
creto Ley 17437, el mercado ha operado cojo, 
sin uno de sus pilares fundamentales plenamen-
te vigente: los derechos de propiedad entonces 
avasallados.

El legislador actual no debe apostar, pues, 
a un cambio radical del marco institucional 
de la actividad universitaria, que signifique 
en la práctica solo disolver nuevamente los 
derechos de propiedad existentes sobre las 
universidades. Más bien, debe perfeccionar 
dicho marco, viendo la manera de restituir los 
derechos de propiedad avasallados en 1969. 
De esa manera, lenta pero seguramente, el Perú 
irá consolidará propuestas de excelencia en el 
ámbito universitario.

ARGUMENTOS 
INQUIETANTES

A pesar de haber acatado 
la suspensión del sorteo, 

el Gobierno sigue 
defendiendo el servicio 

militar obligatorio.

- MARIO MOLINA - - EL TUNCHE -

po de fútbol poco conocido, su suerte estaría 
por cambiar. No solo por la notoriedad adqui-
rida por el cambio de nombre a su estadio, si-
no porque coincidentemente la Asociación de 
Fútbol Argentino acaba de tomar la decisión 
de empezar a transmitir sus partidos en señal 
abierta. “La gente está cansada de siempre ver 
a Boca y a River. Quiere algo nuevo. Por eso po-
nemos los partidos del Crucero del Norte”, se-
ñaló un funcionario de la referida asociación, 
aclarando así cualquier suspicacia que pudiese 
existir sobre el particular.

Democracia sin apoyo Legislador platónico

Daniel Santillan
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